Delito: Artículo 4° Ley N° 20.000.

Tribunal: Ilustrísima Corte de Apelaciones de San Miguel.

Rol Corte: 1665-2009.
RUC: 0900360071-5.
Fecha Sentencia: 11- 01 – 10.

Considerandos: 6°, 7°, 8°, 9°.

Temas: No es exigible el grado de pureza de la droga para que se configure el delito: El Tribunal señaló que los elementos probatorios hechos valer por la Fiscalía, fueron suficientes para acreditar la existencia del delito de posesión de pequeñas cantidades de droga, en el caso cocaína, máxime cuando el imputado aceptó responsabilidad en la posesión de la droga. En dicho contexto, el artículo 43 de la ley 20.000, dispone que el Servicio de Salud deberá extender un protocolo de análisis químico que identifique el producto como obligación primordial, agregando otras peticiones de datos, entre los cuales se cuenta el grado de pureza. Para los sentenciadores el protocolo da cuenta que la sustancia incautada era cocaína, agregando que el inciso tercero del artículo 4°, se refiere al elemento pureza o calidad de la droga poseída sólo en relación al consumo personal o como indicio del propósito de traficar a cualquier título, por lo que en el caso, la ausencia de tal información en nada altera la existencia del tipo penal a que se refiere el inciso primero del mismo artículo de la ley N° 20.000. Finalmente la Corte señala que la naturaleza del juicio abreviado, era justamente liberar al Estado de una carga probatoria excesiva en relación a los hechos imputados y permitir al acusado aceptarlos o no, y por mucho que el tribunal del juicio abreviado pretenda liberarse de la obligación de sancionar un ilícito penal, debe de acuerdo a lo prevenido en el artículo 407 y siguientes del Código Procesal Penal, arribar a su conclusión respetando los elementos de la teoría del delito, esto es, la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad, lo que a juicio de estos sentenciadores, no ocurre en este juicio. R.F.A.
Rol Corte 1665-2009

Ruc 0900360071-5
San Miguel, once de enero de dos mil diez.


VISTOS:

Se reproduce la sentencia apelada de fecha primero de diciembre de dos mil nueve, con excepción de sus motivos quinto, sexto, séptimo, octavo y noveno, que se eliminan.

Con fecha primero de Diciembre de 2009 el Juzgado de Garantía de San Bernardo dictó sentencia absolutoria a favor de Jaime Andrés Barrientos Velásquez en procedimiento abreviado, por el delito de tráfico ilícito de drogas en pequeñas cantidades, fundado en que no le habría cabido responsabilidad en tal hecho, toda vez que no se ha configurado el tipo penal.


En contra de la referida sentencia, el Ministerio Público interpuso recurso de apelación, estimando que el hecho punible y la participación responsable del imputado, se encontraban acreditadas, toda vez que la tipificación se satisfizo con las pruebas presentadas el tribunal y la responsabilidad de autor del referido imputado se desprende del reconocimiento de los cargos y aceptando el juicio abreviado.


Concedido el recurso, se llevó a efecto la audiencia de rigor, alegando por la revocatoria la abogado del Ministerio Público, doña Jacqueline Guerra Vásquez y por la confirmatoria de la sentencia absolutoria la abogada defensora, doña Débora Espinoza Elo, quienes reprodujeron los mismos fundamentos vertidos durante el juicio, y se fijó la audiencia del día 11 de enero de 2010, a las 12:00 horas, para la lectura del fallo.


CON LO OÍDO Y CONSIDERANDO:


Primero: Que con fecha 1° de diciembre de 2009, el Ministerio Público presentó acusación verbal, en contra de Jaime Andrés Barrientos Velásquez, de conformidad al artículo 407 y siguientes del Código Procesal Penal, sosteniendo que el día 17 de abril del mismo año, alrededor de las 23:45 horas, en un sector de San Bernardo en que se realizaban operaciones de tráfico de drogas, la policía observó al acusado cuando realizaba actos propios de venta de drogas y, al ser fiscalizado, mantenía en su poder $ 83.000 (ochenta y tres mil pesos) y un monedero con 57 envoltorios de papel que contenían pasta base de cocaína, con un peso bruto de 13 gramos con 300 milígramos, y un peso neto de 4,8 gramos, sustancia que efectivamente fue determinada como tal por la pericia correspondiente.


Segundo: Que el Tribunal de Garantía, pese al reconocimiento libre y voluntario en relación a los cargos que se formulaban al imputado y las pruebas citadas por el Ministerio Público, y a encontrarse científicamente probada la existencia de cocaína en la sustancia incautada, procedió a dictar sentencia absolutoria basado fundamentalmente en que no constaba el grado de pureza de aquella; y estimando que es errónea la determinación del tribunal, apela de tal resolución y solicita se condene al referido acusado a la pena de 541 días de presidio menor en su grado medio, multa de 10 Unidades Tributarias Mensuales, comiso de los contenedores, el monedero, el dinero incautado y la sustancia, con las accesorias legales pertinentes y las costas de la causa, como autor del delito de tráfico ilícito de pequeñas cantidades de droga, previsto en el artículo 1° en relación con el artículo 4° de la Ley N° 20000, en grado de consumado y, esgrime los antecedentes probatorios que describe y que fundamentaron la acusación verbal de fecha 1° de diciembre de 2009.


Tercero: Que la defensa a través de su representante, doña Débora Espinoza Elo, reprodujo los argumentos contenidos en el fallo del Tribunal de Garantía, advirtiendo, que el protocolo de análisis de la droga, no obstante de establecer que se trataba de cocaína, no indicaba el grado de pureza de la misma y que en tal entendido, no era posible establecer que tal sustancia pudiese provocar daños a la salud pública.


Cuarto: Que el bien jurídico protegido por los delitos a que se refiere la Ley N° 20000, es la salud pública, y ella se encuentra amparada por las normas de delitos que son considerados unánimemente como de peligro abstracto, en consecuencia, no es necesario determinar si existió o no un daño efectivo, ni tampoco ésta consideración es elemento integrante del tipo penal.


Quinto: Que en efecto, el artículo 4° de la Ley N° 20000, entre las diversas hipótesis que describe sanciona a la persona (sujeto activo) que posea (verbo rector) pequeñas cantidades de sustancias o drogas estupefacientes o psicotrópicas (objeto material), productoras de dependencia física o psíquica (bien jurídico protegido); elementos todos que satisfacen la tipicidad del hecho punible, debiendo dejarse constancia que el artículo 4° difiere del artículo 1° de la ley 20000, principalmente en los efectos del consumo de drogas, porque en esta norma se habla de las drogas que provocan graves efectos tóxicos o daños considerables a la salud y en cambio, como ya se dijo, en el caso de las pequeñas cantidades de droga solamente se refiere a dependencia física o psíquica, conceptos todos que abarcan diversas especies del género “salud”.


Sexto: Que en las condiciones señaladas los elementos probatorios hechos valer por el ente persecutor en el juicio abreviado, son suficientes para tener por acreditada la existencia del delito de posesión de pequeñas cantidades de droga estupefaciente – cocaína – y los principios científicamente afianzados acreditan que produce dependencia física o psíquica, de conformidad a lo prevenido en el inciso primero del artículo 4° de la Ley N° 20000, y sin que otras interpretaciones o alegaciones sean suficientes para controvertir la conclusión que precede.

Séptimo: Que es un hecho aceptado por el imputado Jaime Andrés Barrientos Velásquez, que efectivamente poseía una sustancia estupefaciente en las condiciones, circunstancias y modo, como ha señalado en su acusación el Ministerio Público, lo que constituye suficiente reconocimiento de responsabilidad penal.

Octavo: Que en relación a lo anterior, el artículo 43 de la misma ley citada, dispone que el Servicio de Salud deberá llevar a cabo un protocolo de análisis químico de la sustancia que le envíe el Ministerio Público, que contendrá la identificación del producto como obligación primordial y agrega otras peticiones de datos, entre los cuales se cuenta el grado de pureza, antecedente que la defensa ha hecho valer en respaldo de su tesis, porque el protocolo respectivo carece de tal información, pero lo cierto es que el producto encontrado en poder del imputado fue identificado como cocaína, y el inciso tercero del artículo 4°, se refiere al elemento pureza o calidad de la droga poseída sólo en relación al consumo personal o como indicio del propósito de traficar a cualquier título; en consecuencia, la ausencia de tal información en nada altera la existencia del tipo penal a que se refiere el inciso primero del mismo artículo de la ley N° 20.000.
Noveno: Que por otra parte, la argumentación del Tribunal de Garantía, en que se mezclan apreciaciones sociológicas, con elementos jurídicos, no tienen la virtud de alterar la naturaleza del juicio abreviado, que precisamente se estableció con el objeto de liberar al Estado de una carga probatoria excesiva en relación a los hechos imputados y porque permite al acusado aceptarlos o no, y por mucho que el tribunal del juicio abreviado pretenda liberarse de la obligación de sancionar un ilícito penal, debe de acuerdo a lo prevenido en el artículo 407 y siguientes del Código Procesal Penal, arribar a su conclusión respetando los elementos de la teoría del delito, esto es, la tipicidad, la antijuridicidad y la culpabilidad, lo que a juicio de estos sentenciadores, no ocurre en este juicio; que lo prevenido en el inciso segundo del artículo 412 del texto legal antes referido, en el sentido de que una sentencia condenatoria no podrá emitirse exclusivamente sobre la base de la aceptación de los hechos por parte del imputado, no es aplicable en este caso, toda vez que existen los elementos probatorios básicos para tener por acreditada la existencia del hecho punible y la participación culpable.

Décimo: Que estos sentenciadores no cuentan con los antecedentes necesarios para no adoptar medidas alternativas de cumplimiento de sanciones corporales, en atención a lo cual, se concederá para los efectos de la sanción que resulte, el beneficio de la remisión condicional de la pena, de conformidad a las disposiciones de la ley N° 18216, y si bien es cierto el Ministerio Público señala que es reincidente, no se aparejó a estos autos los documentos necesarios para tal efecto.

Undécimo: Que favorece al imputado la atenuante del artículo 11 N° 9 del Código Penal,  lo que ha sido aceptado por el Ministerio Público, toda vez que consta de los antecedentes que ha colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos y no afectándole agravantes, se aplicará la sanción corporal en su mínimo.

Duodécimo: Que el hecho punible a que se refiere el artículo 4° de la Ley N° 20.000, y que se tiene por acreditada en esta sentencia, ha sido sancionado en la ley con una pena de presidio menor en su grado medio a máximo y multa de 10 a 40 Unidades Tributarias Mensuales y sin que se haya probado que la posesión de drogas hubiese estado destinada a la atención de un tratamiento médico o a su uso o consumo personal exclusivo y próximo en el tiempo.

Por estas consideraciones y visto lo dispuesto en los artículos 1°, 4, 43, 45 de la ley N° 20.000, artículos 407 y siguientes del Código Procesal Penal, se REVOCA la sentencia de fecha 1 de Diciembre de 2009, que absolvió a JAIME ANDRÉS BARRIENTOS VELÁSQUEZ , y en su lugar se le CONDENA a la pena de quinientos cuarenta y un días de presidio menor en su grado medio, con las accesorias de suspensión de cargo u oficios públicos durante el tiempo de la condena; a una multa de diez Unidades Tributarias Mensuales, al comiso del dinero, contenedores, monedero y droga incautada, más el pago de las costas de la causa.

La pena corporal impuesta se hará efectiva desde que el imputado comparezca o sea habido, sirviéndole de abono el tiempo que hubiese estado privado de libertad por esta causa.

Reuniéndose a favor del condenado, Jaime Andrés Barrientos Velásquez, los requisitos establecidos en el artículo tercero de la Ley N° 18216, se le concede el beneficio de la remisión condicional de la pena impuesta, debiendo permanecer bajo el control de la autoridad administrativa por el mismo tiempo que se le impuso como privación de libertad. 

Regístrese y comuníquese.

Redacción del Ministro Claudio Pavez Ahumada.

Rol N° 1665 – 2009 REF 

Pronunciada por los Ministros, señor Claudio Pavez Ahumada, señora Adriana Sottovia Giménez y Abogado Integrante señor Jaime Jara Miranda.

En San Miguel, a once de enero del año dos mil diez, notifiqué por el estado diario la resolución precedente.

Francisco Bejar Pinedo

      Ministro de Fe

